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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de octubre de 2018. 
 

Comparece ante nos Power Sports Warehouse, Inc. (o PSW) y 

solicita que dejemos sin efecto la Resolución dictada por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACO), el 11 de julio de 

2018, archivada en autos y notificada el mismo día. En la Resolución 

antes aludida, DACO declaró Ha Lugar la Querella y decretó la 

resolución del contrato y la devolución de las contraprestaciones.  

Por los fundamentos que consignamos a continuación, se 

confirma el dictamen recurrido. 

I 

El 11 de abril de 2017, José E. Berríos Delannoy (Recurrido) 

realizó la compra de un generador de energía en PSW por la cuantía de 

$6,188.89. Según el contrato de compraventa, el generador gozaba de 

una garantía de 7 años en piezas y servicio, mientras la batería del 

mismo contaba con 1 año de garantía. El recurrido alega que el 21 de 

octubre de 2017 el generador en cuestión dejó de funcionar por lo que 

presentó una reclamación en la tienda del recurrente con el propósito de 
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que le repararan el mismo. El 11 de noviembre acudió un técnico a la 

residencia del recurrido y al evaluar el generador le comunicó que este 

tenía el “starter” y la batería defectuosos pero que no podía repararlo al 

momento debido a que no contaba con las piezas necesarias para 

realizar el arreglo. Luego de intentar en varias ocasiones que PSW 

realizara la reparación, el recurrido presentó una querella ante el DACO 

en Ponce el 6 de diciembre de 2017, en la que solicitaba la resolución 

del contrato y la devolución total del dinero. 

El 20 de diciembre de 2017 DACO citó a las partes a una vista 

administrativa a celebrarse el 9 de enero de 2018. El 8 de enero de 2018 

la representante del recurrente se comunicó con el DACO vía correo 

electrónico para solicitar ser excusada de la vista administrativa, esto 

debido a que tenía una comparecencia judicial. No obstante, DACO 

decidió celebrar la vista en la fecha prevista con la prueba sometida por 

el aquí recurrido. La agencia emitió una Resolución con determinaciones 

de hechos y conclusiones de derecho. En la misma denegó la resolución 

del contrato y, en la alternativa, ordenó al recurrente a cumplir con el 

reemplazo del “starter” y la batería del generador. Además, amparado 

en la Regla 22 de su propio Reglamento, ordenó que se le otrogara una 

compensación de $500.00 al recurrido por los daños sufridos debido a 

la dilación en el proceso de reparación. 

Inconforme con esta determinación el Sr. Berríos Delannoy, el 15 

de marzo de 2018, solicitó una reconsideración con el propósito de que 

se le concedieran los remedios originalmente solicitados. El DACO 

respondió a esta solicitud con una revocación parcial de su Resolución 

Administrativa y ordenó la resolución del contrato de compraventa y la 

devolución de $6,188.89 al recurrido.  

Inconforme con esta determinación, el recurrente acudió ante 

este tribunal y señaló que el DACO incidió del siguiente modo: 
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A. Erró la honorable agencia administrativa al revocar la 

propia resolución inconstitucional emitida por un juez 

administrativo que escuchó la prueba oral y 

documental y sustituir la adjudicación final por la de un 

ayudante especial del secretario quien no promulgó 

una decisión informada con conocimiento y 

comprensión de la evidencia ofrecida. 

B. Erró la honorable agencia administrativa al permitir 

que un ayudante especial en el servicio de confianza 

del secretario revocara la Resolución recurrida 

teniendo en cuenta que el secretario tiene un prejuicio 

y mente formada contra la querellada, todo ello sin 

aviso previo y sin darle la oportunidad a la querellada 

de recusar su intervención por prejuicio y por violar las 

garantías al debido proceso de ley que requieren un 

juzgador imparcial. 

C. Erró la honorable agencia administrativa al revocar su 

propia adjudicación final ignorando la evidencia 

sustancial que obra en el expediente que indicaba que 

a pesar de la fuerza mayor del huracán se hicieron 

esfuerzos para reparar el equipo conforme a la 

garantía y que fue el demandado quien rehusó 

permitir su reparación. 

II. 

A 

La revisión judicial de las determinaciones administrativas se 

circunscribe a evaluar si la actuación de la agencia es una arbitraria, 

ilegal o tan irrazonable que la misma constituye un abuso de discreción 

por parte de la agencia. Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005); Pacheco 

v. Estancias, 160 DPR 409 (2003); E.L.A. et. als. v. Malavé, 157 DPR 
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586 (2002). Ante la petición de una revisión nos compete analizar si de 

acuerdo a lo que establece el expediente administrativo: (1) el remedio 

concedido fue razonable; (2) las determinaciones de hechos están 

razonablemente sostenidas por la prueba y; (3) las conclusiones de 

derecho del organismo administrativo son correctas. García Reyes v. 

Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 894 (2008); P.R.T.Co. v. J. Reg. Tel. de 

P.R., 151 DPR 269 (2000); Mun. De San Juan v. J.C.A., 149 DPR 263 

(1999). Téngase en cuenta que el expediente administrativo constituirá 

la base exclusiva para la determinación que realiza la agencia y para la 

revisión judicial de esta. Comisionado v. Prime Life, 162 DPR 334 

(2004); Torres v. Junta Ingenieros, 161 DPR 696 (2004).  

En lo que concierne a la revisión de las determinaciones de 

hechos que realiza la agencia, la facultad revisora del foro judicial 

encuentra sus limitaciones, que emanan de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 38-2017. Particularmente, por la 

sección 4.5 de la referida Ley, 3 LPRA sec. 9675, establece que “[l]as 

determinaciones de hechos de las decisiones de las agencias serán 

sostenidas por el tribunal, si se basan en evidencia sustancial que obra 

en el expediente administrativo.” Véase, Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 

69 (2004); Asoc. Vec. H. San Jorge v. Med. Corp., 150 DPR 70 (2000). 

Se considera evidencia sustancial “[a]quella evidencia relevante que 

una mente razonable podría aceptar como adecuada para sostener una 

conclusión.” Hilton Hotels v. Junta Salario Mínimo, 74 DPR 670, 687 

(1953); Misión Industrial P.R. v. Junta de Planificación, 146 DPR 64, 131 

(1998). 

Conforme a lo dispuesto por ley, existe una práctica judicial 

claramente establecida de conceder gran consideración y deferencia a 

las decisiones de los foros administrativos. Otero v. Toyota, supra; 

Rebollo v. Yiyi Motors, supra; Misión Ind. P.R. v. J.A.C.L., 107 DPR 348 

(1978). Esto se debe a que son las agencias las que cuentan con el 
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conocimiento especializado y la experiencia necesaria para adjudicar 

los asuntos que les han delegado. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 

431 (2003). Por este motivo las determinaciones de los foros 

administrativos no gozarán de deferencia únicamente cuando estos 

actúan de manera arbitraria, ilegal, irrazonable o ante la ausencia de 

prueba adecuada o cuando la agencia cometió error manifiesto en la 

apreciación de la misma. Comisionado v. Prime Life., supra; Torres v. 

Junta Ingenieros, supra; O.E.G. v. Rodríguez, 159 DPR 98 (2003). 

Según lo establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme (LPAU), toda agencia podrá designar oficiales examinadores 

con el propósito de dirigir los procesos adjudicativos que se celebren en 

ella. Ley Núm. 38-2017 sec. 9643. De igual forma, la Ley Orgánica del 

DACO en la sec. 341e le otorga la potestad al Secretario para nombrar 

los empleados necesarios para asegurar el cumplimiento de las labores 

que le fueron delegadas a la agencia. Ley Núm. 5 del 23 de abril de 

1973, 3 LPRA sec. 341e. Como parte de esta encomienda el Secretario 

está facultado para designar los funcionarios que entienda pertinente 

con el propósito de presidir las vistas de la agencia. Id.; Tosado v. 

A.E.E., 165 DPR 377, 386 (2005). En enero del 2018, a través de una 

enmienda a la Ley Orgánica del DACO, se estableció que en casos de 

reconsideración de una determinación final de la agencia, el examinador 

debe ser un funcionario o empleado admitido en la práctica legal de la 

abogacía. 3 LPRA 341e inciso (d); Ley Núm. 11-2018. 

La Ley 38-2017 en su sec. 9653 establece que “la vista deberá 

grabarse o estenografiarse, y el funcionario que presida la misma 

preparará un informe para la consideración de la agencia, o emitirá la 

decisión por escrito si le ha sido delegada la autoridad para ello.” 3 LPRA 

sec. 9653. 

De igual modo, la Ley de Procedimiento Uniforme garantiza la 

protección del debido proceso de ley en todo procedimiento adjudicativo 
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formal que se celebre en una agencia administrativa. 3 LPRA sec. 9641. 

Sin embargo, para cumplir con el fin de brindar un procedimiento justo, 

rápido y flexible a la ciudadanía, se ha reconocido que la protección de 

este derecho será aplicada con mayor flexibilidad en el ámbito 

administrativo. ADCVP v. Trib. Sup., 101 DPR 875, 882 (1974); Alamo 

Romero v. Adm. De Corrección, 175 DPR 314, 481 (2002). Una de las 

salvaguardas que emanan del debido proceso de ley es el derecho a 

una adjudicación imparcial por parte del juez administrativo o funcionario 

que realice la determinación. 3 LPRA sec. 9641.  

En Com. Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 DPR 692 (2010) el 

Tribunal Supremo, tuvo la oportunidad de definir el alcance de este 

derecho, así como el procedimiento para descalificar a un oficial 

examinador o juez administrativo cuando se le impute parcialidad al 

presidir los procesos adjudicativos en las agencias administrativas.  

En este caso, el Tribunal cataloga el derecho a un juzgador 

imparcial como uno básico de todo individuo. Establece que en aquella 

instancia donde ocurra una alegación de parcialidad resulta necesario 

identificar el asunto o la cuestión específica en el que se fundamenta la 

descalificación por parcialidad. Es necesario que se evidencie un 

compromiso previo del juzgador a obtener determinada conclusión en 

relación a cuestiones específicas que incidan sobre la solución de la 

controversia. La mera convicción sobre una interpretación legal, una 

política administrativa o la familiarización con aspectos legales o fácticos 

del caso, no resulta suficiente para demostrar la parcialidad del 

funcionario. Id. 

En casos, como el que estaba ante la consideración del Tribunal, 

donde se pretenda imputar la parcialidad del juzgador al jefe de la 

agencia, con el propósito de revertir la determinación final de la agencia, 

“es necesario demostrar que la parcialidad demostrada por el oficial 

examinador influyó lo suficiente como para subvertir la integridad del 



 
 
 
KLRA201800461    

 

7 

proceso adjudicativo”. Se requiere que el juzgador haya incurrido en un 

comportamiento de un grado tan alto de favoritismo o antagonismo que 

se hace imposible la solución justa del caso. Id.    

De conformidad con lo resuelto en el caso, podríamos resumir los 

requisitos para solicitar la descalificación de un oficial administrativo, 

bajo estas premisas:  

1. La parte perjudicada podrá solicitar la 

descalificación de un funcionario que preside la 

vista: 

a. Cuando éste se aparta de su función de 

juzgador de los hechos y actúa como acusador;  

b. Cuando dirige los procedimientos de un modo 

que subvierte la integridad del proceso o;  

c. Cuando se evidencia que ha prejuzgado 

cuestiones fácticas específicas. 

2. Una vez presentada la solicitud de descalificación, el 

oficial examinador puede optar por descalificarse a 

sí mismo. 

3. De lo contrario, le corresponde a la agencia 

determinar si procede o desestima la solicitud de 

descalificación. En estos casos, la agencia tiene que 

hacer formar parte del expediente administrativo los 

fundamentos para su determinación, pues la 

negativa de la agencia para conceder la 

descalificación no detendrá los procedimientos ante 

la agencia y no será revisable judicialmente hasta 

que la agencia adjudique el caso en sus méritos. 

4. Una vez adjudicado el caso a nivel administrativo, le 

corresponde al tribunal revisor determinar si 

correspondía descalificar al oficial examinador, 

dependiendo de la gravedad y la parcialidad en el 

proceso, si las acciones del funcionario tuvieron el 

efecto de socavar la integridad del proceso. 

5. Si el tribunal estima que el funcionario actuó de 

forma parcializada y lo descalifica, el tribunal 

examinará el expediente administrativo para evaluar 

si la parte afectada pudo consignar adecuadamente 

su posición. En estos casos, la revocación de la 
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determinación administrativa procederá 

exclusivamente si la agencia erró al no descalificar 

al funcionario que presidía la vista y como resultado 

de esto, adjudicó erróneamente el caso en perjuicio 

del solicitante. 

B 

Las obligaciones nacen de diversos modos; uno de ellos es la 

perfección de los contratos. Art. 1042 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 LPRA sec. 2992. Nuestro ordenamiento jurídico ha reconocido que 

las obligaciones que nacen de los contratos se rigen a modo general por 

los principios de la autonomía de la voluntad y el de pacta sunt servanda. 

Oriental Bank v. Perapi 192 DPR 7, 15 (2014). El primero protege la 

libertad de las partes para “[e]stablecer los pactos, cláusulas y 

condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean 

contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público”. Art. 1207 Código 

Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3372 (2015). El segundo, por su 

parte, establece que este tipo de obligaciones tiene fuerza de ley entre 

las partes contratantes y deben cumplirse al tenor de los mismos. Art. 

1044 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 2994 (2015). Las 

partes se consideran oficialmente obligadas cuando surge la perfección 

del contrato; el mismo se entenderá perfeccionado cuando concurran 

los tres requisitos que establece el Art. 1213 del Código Civil de Puerto 

Rico, 31 LPRA sec. 3391 (2015): (1) el consentimiento de los 

contratantes; (2) objeto, y (3) causa. No obstante, tanto el Código Civil 

como la jurisprudencia de Puerto Rico ha establecido limitaciones al 

principio de pacta sunt servanda en aras de proteger los principios de 

equidad y de buena fe.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha sido enfático en la 

importancia que tiene el principio de buena fe en el ámbito contractual. 

El mismo “obliga más allá de lo expresamente pactado, para acabar 

todas las consecuencias que por la naturaleza del contrato sean 
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conforme a la buena fe, al uso y a la ley” y tiene que estar presente por 

la totalidad del tiempo que dure la relación contractual. Banco Popular 

de Puerto Rico v. Talavera, 174 DPR 686, 693-695 (2008). Cuando una 

de las partes incumple lo pactado, será discreción del perjudicado elegir 

entre el cumplimiento de la obligación o la resolución del contrato. Art. 

1077 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3052; Ramírez v. Club Cala de 

Palmas, 123 DPR 339, 347 (1941). No obstante, esta acción resolutoria 

está reservada para aquellos casos en los que el incumplimiento recaiga 

sobre una parte esencial o que su cumplimiento conforme el motivo del 

contrato para la parte perjudicada. Id. en las págs. 347-348 (1941). 

Para casos de incumplimiento, dicho Art. 1077, supra, establece 

una condición resolutoria tácita en todo contrato bilateral, que opera ex 

propio vigore. Álvarez v. Rivera, 165 DPR, a la pág. 19. 

Específicamente, permite al perjudicado optar entre exigir el 

cumplimiento de la obligación o su resolución, y solicitar indemnización 

por las repercusiones desfavorables sobre su patrimonio. Id. 

No obstante, “en la doctrina civilista se entiende que el ejercicio 

del derecho de resolución no debe ser utilizado en  todas las situaciones, 

ya que la buena fe en la contratación puede imponer alguna moderación 

a este resultado’’. Id. (bastardillas en el original). Así pues, la resolución 

del contrato podría proceder cuando ocurre un cumplimiento parcial o 

defectuoso, que implique la frustración de la finalidad contractual 

para la parte perjudicada. Id., a las págs. 19-20. ‘‘En los demás casos, 

en que la prestación se ha efectuado parcialmente o resulta defectuosa, 

será procedente exigir el cumplimiento total o libre de defectos y, en los 

casos que proceda, una reducción proporcional del precio’’. Id., a la pág. 

20. 

III 

 A tenor con la norma jurídica previamente discutida, procedemos 

a resolver la controversia del caso.  
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 Debido a la estrecha relación entre el primer y el tercer 

señalamiento de error, en los cuales el recurrente ataca el análisis 

probatorio realizado por el DACO, procedemos a discutirlos de manera 

conjunta. 

 En primer lugar, el recurrente alega que ante la inexistencia de un 

informe escrito por parte del adjudicador de la vista administrativa inicial, 

el Lcdo. Wiscovitch, autor de la Resolución en Reconsideración, no tomó 

una decisión informada. La LPAU dispone que el Oficial Examinador que 

preside la vista “preparará un informe para la consideración de la 

agencia”.3 LPRA sec. 9653. El procedimiento administrativo provee 

varios mecanismos para que los adjudicadores realicen 

determinaciones informadas y con comprensión de la evidencia 

ofrecida. El Tribunal Supremo en el caso A.D.C.V.P. v. Tribunal 

Superior, 101 DPR 875 (1974) dispuso que [“e]sencial al debido proceso 

lo es también que los comisionados tomen una decisión informada, con 

conocimiento y comprensión de la evidencia ofrecida, sin que importe 

al caso el medio o mecanismo por el que esa inteligencia de la cuestión 

debatida llegue a su poder, que puede fluir cuando el comisionado no 

participa en las vistas, por lectura de la transcripción de la evidencia oral 

y examen de la documental; o informe, resumen, compendio, escrito u 

oral, o pliego de determinaciones de hecho sometidos por los 

examinadores a los comisionados”. (Énfasis nuestro). 

 Así pues, el DACO estableció que el Lcdo. Wiscovitch, previo a 

emitir su determinación en este caso, tuvo acceso al expediente, a la 

grabación de la vista y a las notas del juez que presidió la vista inicial. 

La resolución emitida por el Licenciado Wiscovitch hizo referencia a la 

evidencia que consta en el expediente y no da indicio alguno de que la 

decisión haya sido tomada de manera desinformada. De igual modo, el 

recurrente en su alegato no presenta prueba alguna que nos mueva a 
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concluir que la decisión en reconsideración emitida por el DACO fue una 

desinformada, por lo que no le asiste razón en su planteamiento. 

 Como hemos establecido anteriormente, las determinaciones 

otorgadas por los organismos administrativos merecen la deferencia de 

este Tribunal. Estas gozan de una presunción de corrección ya que son 

estas las llamadas, a través de su conocimiento experto, a realizar las 

determinaciones de hechos y a conceder el remedio más apropiado. De 

manera que este Tribunal solo podrá sustituir el criterio de la agencia 

cuando su determinación sea una para la cual no exista base racional. 

Misión Industrial P.R. v. Junta de Planificación, 146 DPR 64 (1998). 

Alega la parte recurrente que la adjudicación final de la agencia 

obvió aquilatar evidencia sustancial del expediente al ignorar los 

esfuerzos realizados por PSW para reparar el equipo del aquí recurrido 

a pesar de las dificultades producidas por el Huracán María. Sin 

embargo, tanto el expediente administrativo como ambas resoluciones 

emitidas por el DACO demuestran que fueron varias las ocasiones en 

las que el Sr. Berríos intentó sin éxito que PSW cumpliera con lo 

establecido en la garantía y reparara el equipo averiado. No fue hasta 

luego de que se presentara una querella en su contra que PSW intentó 

brindarle un remedio al problema del recurrido. La parte recurrente 

incumplió con su obligación pactada de reparar el equipo, el cual sufría 

un desperfecto de tal magnitud que impedía ser utilizado. En Puerto 

Rico, la ley le otorga a la parte perjudicada por el incumplimiento de una 

parte esencial de un contrato, el derecho a decidir si desea que proceda 

el cumplimiento de lo pactado o la resolución de la relación contractual. 

Ramírez v. Club Cala de Palmas, 123 DPR 339, 347-348 (1941). El 

incumplimiento del recurrente ante una falla de este tipo no puede ser 

catalogado como uno accesorio puesto que un generador eléctrico 

funcional constituye la causa principal para que la parte perjudicada 

contratara con el recurrente.  
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En su escrito de Reconsideración, el Sr. Berríos estableció las 

causas por las cuales deseaba resolver su relación contractual con 

PSW. Expuso que aún le restaban 7 años de garantía con la compañía 

y que no deseaba permanecer en una relación comercial con una 

compañía que irresponsablemente incumplió con lo pactado. Nos 

parece justo.  

La deferencia que merece el foro administrativo es de tal 

magnitud que, ante una alegación de que la determinación hecha por la 

agencia no está basada en evidencia sustancial, la parte perjudicada 

debe demostrar que existe otra evidencia que menoscabe el valor 

probatorio de la prueba que intenta impugnar, de modo que nos permita 

llegar a una conclusión de que la adjudicación no fue una razonable de 

acuerdo a la totalidad de la evidencia sometida. Misión Industrial P.R. v. 

Junta de planificación, supra. Entendemos que la parte recurrente no 

satisfizo este requisito, por lo cual debemos respetar la deferencia 

debida al organismo administrativo.  

De otra parte, el recurrente expuso, en su segundo señalamiento 

de error, que el DACO actuó equivocadamente al permitir que un 

ayudante especial del Secretario atendiera el recurso. El Secretario del 

DACO está facultado por ley a designar al funcionario que considere 

necesario para presidir vistas en la agencia. 3 LPRA sec. 341e(d). El 

recurrente alega que el Secretario está prejuiciado en su contra y que la 

determinación de la agencia constituyó una violación al debido proceso 

de ley. Como establece la jurisprudencia previamente citada, no 

bastarán meras alegaciones de parcialidad para la descalificación de un 

adjudicador. Comisionado de Seguros v. Real Legacy Assurance, Co., 

179 DPR 692 (2010). El recurrente tenía el deber de probar las 

cuestiones específicas sobre las cuales el funcionario actuó de manera 

parcializada; no lo hizo. De los hechos y las alegaciones aquí planteadas 

no surge que el DACO haya faltado a su deber de proteger el debido 
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proceso de ley de alguna de las partes. Estas fueron citadas y 

debidamente notificadas y se salvaguardó su derecho a ser oído, 

conforme a la ley. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se CONFIRMA el 

dictamen recurrido. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


